Carátula 
(Ingresa a Sala el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto) 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Alberto Heber).- La Comisión de Hacienda tiene mucho gusto en recibir al Director de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, contador Ariel Davrieux, a los efectos de considerar un proyecto sobre el Fondo Nacional de 
Vivienda y Fondos de Viviendas para Jubilados y Pensionistas, presentado por los señores Senadores Gargano, Korzeniak, Núñez 
y Xavier. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Señor Presidente: estoy aquí en representación del señor Ministro de Economía y Finanzas, quien había sido 
invitado a la Comisión para referirse al Fondo de Vivienda. Se trata de una modificación parcial de un artículo de la Ley de 
Presupuesto que establece que la recaudación con destino al Fondo de Vivienda del Banco de Previsión Social sobre pasivos sea 
afectada y depositada en el Banco de la República, a la orden del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 


Este Ministerio utiliza sus recursos de acuerdo con la política general del Poder Ejecutivo -la que comparte- y dispone su mejor 
utilización para mantener su poder adquisitivo. La actual propuesta establece una mayor amplitud con respecto a los fondos 
diciendo que todos -y no sólo los originados en descuentos a pasivos- sean pagados y mantenidos en efectivo. Desde el punto de 
vista del Ministerio de Economía y Finanzas -que es la posición del Poder Ejecutivo- este proyecto es inconveniente porque 
continúa con la práctica de mantener fondos separados cuando hay dificultades financieras. De esta forma, paraliza recursos y 
luego obliga al Poder Ejecutivo, en contrapartida, a obtener financiamiento adicional de otros medios. Como todos sabemos, lo más 
habitual es obtenerlos en moneda extranjera y a tasas que en este momento son prohibitivas -prohibitivas porque son sumamente 
caras y las emisiones públicas son difíciles de colocar- y, en consecuencia, la afectación de fondos y su paralización con 
determinados destinos crea un problema financiero. 


En cuanto a su mantenimiento en efectivo -comúnmente se entiende que son depósitos en cuenta corriente o algo por el estilo, y en 
tal sentido lo entiendo como sinónimo de medio de pago- debo decir que me parece una solución inconveniente. Sin duda, estoy 
asumiendo una representación que no me corresponde, pero quería destacar que de esa manera los recursos no generarían 
interés ni reajuste. Normalmente, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente ha utilizado instrumentos 
financieros que permitieran obtener mayor rentabilidad. Es así que en algún momento tuvo el dinero en depósitos a plazos, en otro 
manejó otro tipo de instrumento y, al parecer -según la Exposición de Motivos- también dispuso de Letras de Tesorería como una 
opción más conveniente para el mantenimiento del valor de los recursos. Por ejemplo, si el depósito a plazo fijo lo hubiera hecho en 
el Banco de la República, en este momento ese dinero estaría indisponible y reprogramado a tres años. Por lo tanto, si realmente al 
27 de julio tenía esos recursos en Letras de Tesorería, creo que la opción elegida por el Ministerio fue muy conveniente, ya que una 
vez vencidas se hará del efectivo de inmediato. 


SEÑOR COURIEL..- El problema es que se pierde el 50% si se quieren hacer efectivas en un momento determinado. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Es posible que sí, pero hasta ahora no lo ha hecho. En algún momento estudió la posibilidad de utilizar otra 
forma de colocación que habilitó el Banco de la República Oriental del Uruguay con un sistema de tasas de interés tipo plazo fijo, 
aunque no sé si la concretó. Insisto: se trataba de una forma de colocación que otorgaba una tasa de interés muy similar a la del 
plazo fijo, pero estando disponible. Más allá de esto no puedo informar, porque esto es de manejo del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En caso de optarse por la fórmula de este proyecto de ley, tengo la impresión de que el 
efectivo es sinónimo de cuenta corriente, y esa no creo que sea la mejor colocación para los fondos. 


Señor Presidente: en principio no tengo nada más que informar y quedo a disposición de los señores Senadores. 


SEÑOR NUÑEZ.- Obviamente, en este tema hay competencias del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y de otras reparticiones del Estado. 


El Director Nacional de Vivienda, señor Bernardino Ayala, nos envió una información en la que dice que en la cuenta del Banco de 
la República Oriental del Uruguay existen Letras de Tesorería por U$S 38:000.000 y U$S 16:000.000, como así también otras en 
pesos uruguayos. 


El interés del proyecto de ley apunta a que el Ministerio tenga disponible el dinero que se recauda con determinado fin. En tal 
sentido, deberíamos preguntar si la totalidad de lo recaudado para el Fondo Nacional de Vivienda -es decir, el 1% que se descuenta 
a los pasivos y el 2% que se retiene de los activos- se vierte al Ministerio y no sólo a la cuenta de los jubilados que está en el 
Banco de la República. Insisto, ese es el interés fundamental de la iniciativa. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Señor Presidente: tal como está establecido legalmente, hay impuestos que están afectados al Fondo 
Nacional de Vivienda, que no es una cuenta en efectivo sino un Fondo. Esos aportes se computan, se calculan, se incrementan los 
créditos presupuestales de acuerdo con lo que marca la ley, y luego se gastan según las posibilidades de la Tesorería. Si lo que se 
pretende como positivo es aporte en efectivo, entiendo que no. Este proyecto de ley busca que se transfiera directamente el dinero 
a una cuenta y se mantenga en efectivo. En lugar de ser una cuenta que registra la Contaduría, estaría en un banco, que 
probablemente fuera el Banco de la República. No está dicho, pero supongo que será así. De todos modos, eso no cambia la 
naturaleza del tema. Como me acota un señor Senador, en este momento también podría estar en el Banco Hipotecario si se trata 
de depósitos en pesos -porque la ley dispone que todos sus depósitos en dólares sean transferidos al Banco de la República- pero 
recuerdo que hay a estudio un proyecto de ley que lo impide. En definitiva, se deposita en una cuenta del Banco, pero el uso del 
dinero depende de las resoluciones del Poder Ejecutivo y de las disposiciones adoptadas por el Poder Legislativo. La última 
Rendición de Cuentas -sin duda no fue votada por el señor Senador- establece una reducción de los créditos de inversión de un 
19% adicional y para los años siguientes de un 28%. Entonces, si se trata de todos los créditos, eso afecta al Fondo Nacional de 
Vivienda. Por lo tanto, no se van a poder utilizar por disposición legal y no por decisión del Poder Ejecutivo. En definitiva, la 


diferencia sólo será que estarán anotados en el Banco de la República Oriental del Uruguay o en el Ministerio de Economía y 
Finanzas. Como dije, también crearía un eventual problema de caja que habría que ver cómo se soluciona. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: un tema es si es de buena administración hacer de la recaudación pública destinos 
directos y que, por lo tanto, no haya una bolsa general cuya forma de ejecución se determine en el Presupuesto Nacional. Como 
dije, esa podría ser una discusión. Ahora bien; en este caso concreto está laudada, porque existen ciertos impuestos que tienen un 
fin específico directo que deberíamos respetar. Lo que ha ocurrido a partir de la voluntad de los Legisladores en las sucesivas 
Administraciones, es que hay recursos específicos que se descuentan a trabajadores y jubilados que por distintas circunstancias no 
llegan al destino correspondiente. Fue así que se votaron diferentes leyes -en el acierto o en el error- tratando de evitar que esos 
recursos pudieran tener un uso discrecional o una restricción por parte del Poder Ejecutivo. En el caso del Banco de Previsión 
Social es muy claro: se descuenta a los jubilados con el objeto de que se hagan viviendas para los pasivos. Entonces, debe quedar 
claro que en la discusión de este proyecto de ley no estamos diciendo si eso es bueno, si la política de vivienda debe ser esa, o si 
se debe privilegiar a tal o cual capa etaria; lo que señalamos es que se descuenta a los jubilados con un fin específico que es el de 
construir viviendas para ellos. 


Sin embargo, lo cierto es que se ha ejecutado mucho menos de lo que se ha recaudado. Ahora bien, cuando hay objetivos 
concretos, ¿el Poder Ejecutivo puede, por razones de interés general o por dificultades de caja, no cumplir ese mandato legislativo? 
Voy a poner un ejemplo que admito es un caso extremo y, además, traería problemas legales y penales. ¿Podría decir el Poder 
Ejecutivo que como tiene problemas de caja no vertirá a las AFAP lo que retuvo a los trabajadores? Entonces, independientemente 
de la redacción, lo que se pretende hacer con este proyecto es que estos recursos lleguen a su destino; por tanto, la pregunta es si 
podemos redactar un texto para que el Poder Ejecutivo no encuentre mecanismos para que esos recursos no lleguen. 


El señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto nos dice que aquí hay problemas de conveniencia, como por 
ejemplo, de caja, y si nosotros destinamos estos dineros a ese fin específico, tendríamos que salir a endeudarnos a tasas 
realmente privativas. Es cierto que allí hay un problema; entonces, en forma pacífica tendríamos que encontrar un mecanismo 
mediante el cual los recursos para ese fin, que es la vivienda tanto de jubilados como de trabajadores, se viertan a ese destino. De 
no ser así -y voy a utilizar un término muy fuerte- la población se siente estafada. Entonces, si se cree que esto es inconveniente, 
que no es bueno, la mayoría puede derogarlo, aunque, por supuesto, no van a contar con mi voto; por el contrario, si se cree que 
esto es bueno, confirmemos que vaya a un fin específico, y si se cree que en este momento la situación económica del país es muy 
difícil, se podría decir que a partir de determinada fecha -podría ser dentro de cuatro o seis meses, para hacer una transición 
debido a las dificultades que tiene el Poder Ejecutivo- se va a cumplir con el mandato de los Legisladores, a fin de que esos 
recursos se destinen a su objetivo. Para mí el peor escenario -y dejo esta reflexión global- es el de una ley que los jubilados y 
trabajadores sienten que no se cumple porque ven que esos recursos no llegan al fin específico que el Poder Legislativo dispuso. 


SEÑOR DAVRIEUX.- No puedo agregar mucho más a lo que ya planteé. Me parece conveniente que haya recursos que estén 
afectados en general a determinados fines y, en la medida en que la situación económica lo vaya permitiendo, que se apliquen. Me 
refiero a que se mantenga la situación actual en que toda la recaudación está disponible en un Fondo de Vivienda, pero aceptando 
que hay un principio de realidad. En general, constitucionalmente, los gastos son autorizaciones para gastar y no obligaciones de 
gastar, y se realizan en la medida en que son convenientes. En lo que tiene que ver con los sueldos, por ejemplo, existe una 
obligación de pagar y, entonces, uno no puede decir que no paga los sueldos porque no tiene recursos y sólo tiene una autorización 
de pagar. No; los sueldos se pagan, pero comúnmente los gastos e inversiones son autorizaciones para gastar en la medida y 
conveniencia que la realidad disponga. Si se quiere cambiar y hacer más rígido el Presupuesto, eso va a dificultar a cualquier 
Gobierno el manejo en situaciones difíciles. Si llega un momento en que no hay recursos y hay que ver si se mantienen los gastos 
escolares, los de medicamentos o los de viviendas -posiblemente habiendo muchas disponibles- tal vez la opción sea mantener los 
medicamentos y restringir, en ese momento, los gastos de vivienda. 


La opción de hacer todos los gastos obligatorios se puede tomar, pero haría extremadamente rígido el Presupuesto, que ya lo es 
mucho, y yo la encuentro inconveniente desde el punto de vista general y político y creo que sería un error. Sin embargo, si se 
establece por ley que los gastos son obligatorios, así serán y se verán las consecuencias en la realidad, que habrá que evaluar en 
cada caso. 


Nosotros pensamos que no es conveniente asumir compromisos legales o contractuales demasiados rígidos que hagan imposible 
cualquier política de asignación de recursos de acuerdo con la realidad. De todos modos, la decisión de votar leyes o co- legislar 
con el Poder Ejecutivo, que también interviene tomando iniciativas o, eventualmente, sentando sus discrepancias, está en poder de 
los integrantes del Poder Legislativo. Reitero que creo que es inconveniente asumir compromisos demasiado rígidos, y 
constitucionalmente está planteado que los gastos, salvo las obligaciones -como ser sueldos, pasividades e intereses- son 
autorizaciones para gastar y no obligaciones. Además, si hacemos todo obligatorio, no queda ningún margen de maniobra para 
trabajar cuando aparecen dificultades, y vaya si aparecen bastante seguido en este país, en la región y, en estos momentos, en el 
mundo. De todos modos, podemos asumir que el gasto es rígido, pero las consecuencias serán las que serán. 


SEÑOR NUÑEZ.- Parece interesante el último razonamiento del contador Davrieux. De todas maneras, me parece que cuando el 
Legislador o los cuerpos legislativos destinan fondos a un fin específico, sí hay una voluntad de rigidez en el gasto y no sólo una 
autorización para gastar, porque de no ser así se destinarían a Rentas Generales como cualquier otro tipo de ingresos y no a un fin 
específico que tiene funciones económicas, reactivadoras y, además, fines sociales como la construcción de viviendas de uso 
social. Por tanto, me parece que una cosa son los ingresos generales determinados por impuestos u otro tipo de tributos, y otra los 
llamados tributos afectados o rentas destinadas a un fin específico que, desde mi punto de vista, cuando se votan tienen un 
mandato más imperativo y no sólo son una autorización para realizar el gasto, que puede ser arbitrada o decidida por la 
Administración. 


Ese es el pensamiento que tenemos al presentar un proyecto de este tipo, que tiende a que el dinero obtenido con el fin específico 
del Fondo Nacional de Vivienda, esté a la orden del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y se destine 
a lo que fue la voluntad del Legislador: la construcción de viviendas. 


SEÑOR SANABRIA.- Creo que han sido muy claras y acertadas las expresiones del contador Davrieux sobre este tema. De alguna 
manera, todos podríamos estar en línea en lo que hace a generar más recursos para una necesidad tan importante para la 


sociedad como es la construcción de viviendas. Esas son expresiones de voluntad y buenos deseos que todos compartimos, pero 
evidentemente queda señalado en esta reunión que las cuentas del Estado están en un todo. 


Quisiera hacer dos puntualizaciones. En primer lugar, que al igual que existe expresa voluntad desde el punto de vista legal, 
constitucional y político en el impuesto, con la misma validez legal, constitucional y política está la votación de la Rendición de 
Cuentas donde, lamentablemente, tuvimos que reducir inversiones. ¿Qué Gobierno o qué ciudadano uruguayo va a estar de 
acuerdo con disminuir las inversiones? Nadie está de acuerdo con disminuirlas, porque todos apuntamos en forma permanente a 
generar empleos y reactivación. Pero también debemos tener en cuenta la cantidad de dificultades por las que está atravesando 
este país, las que no vale la pena enumerar. Sin embargo, tan legal es la norma que orienta este impuesto como la que votamos en 
el Presupuesto, que está vinculada a la inversión, que es durísima y lamentable pero que constituye también un camino acertado, 
como instrumento, para el Poder Ejecutivo, como forma de generar el cumplimiento mínimo que tiene que exigir la sociedad en 
torno -como lo explicaba el contador Davrieux- a las cuestiones esenciales. Digo esto porque elegir entre construir una vivienda 
más, pagar medicamentos o abonar las jubilaciones, no significa que se deje de construir sino que se lo está haciendo dentro de 
las posibilidades y topes que tenemos. 


Aspiramos a que con la necesaria reactivación económica del país, en los próximos meses podamos llegar a cambiar esta realidad. 
En este momento, evidentemente, las dificultades son realidades que están a la vista y que creo que debemos compartir. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Alberto Heber).- Quería hacer una reflexión en voz alta respecto a los dos Fondos. 
Indudablemente, está clara la opinión del contador Davrieux y su equipo económico, la que compartimos en cuanto a la 
inconveniencia de esta rigidez que se establece en el proyecto de ley. En realidad, nos preocupa el tema de los topes y de los 
Fondos. Lamentablemente, en la Rendición de Cuentas, no pudimos participar en lo relativo a los recortes del gasto público. 
Consideramos que se podría haber ido un poco más a fondo en ello para poder relevar algunos de los topes que implica la 
ejecución del Fondo Nacional de Vivienda. Sin embargo, debido a que participé en alguna de las reuniones, sé que existen ideas 
alternativas tales como la potenciación del Fondo Nacional de Vivienda, logrando que se utilice correctamente el subsidio de modo 
tal de que esto no se vea reflejado en el enlentecimiento de la construcción, sobre todo, de estas viviendas que son necesarias en 
nuestra sociedad. Tal vez estas medidas alternativas puedan potenciar la idea, con un poco más de imaginación, para no caer en la 
simpleza de decir que esto hay que ponerlo en una cuenta y por ello gastarlo. En realidad, esta sería la voluntad si no viviéramos 
las dificultades que está pasando el país y, sobre todo, la recaudación nacional. 


Por otro lado, sobre el otro Fondo, quería comentar -tal vez vaya a modo de pregunta para el contador Davrieux- una idea. Creo 
que hace pocos días se ha presentado un proyecto de ley sobre un tema que ya hemos planteado al señor Ministro -incluso lo 
hemos comentado en la Comisión, pero ahora deseo hablarlo con el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto- que 
maneja la necesidad o alternativa de que el Estado, por medio de los fondos que recauda para la construcción de viviendas para 
Jubilados y Pensionistas, buscara la posibilidad de alquilar y no de construir. Creo que ésta, desde todo punto de vista, es una 
mejor idea, sobre todo en lo que tiene que ver con la integración del jubilado a la sociedad y no construir guetos de jubilados En la 
actualidad, la administración está ubicada en el Banco de Previsión Social y se está estudiando la posibilidad de trasladarla al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Entonces, considero que esta alternativa genera, a mi juicio, la 
posibilidad de dar viviendas rápidamente, sobre todo en un mercado donde hay un alto ofrecimiento de viviendas desocupadas. 


Reitero que este punto ya se lo he planteado al señor Ministro Cat y sé que se ha hecho llegar por parte del señor Senador 
Sanabria un proyecto de ley al respecto. La propia Asociación de Jubilados ha opinado que es mejor esta solución y no esperar a la 
construcción de viviendas que deben reunir ciertas características y cuya administración es bastante engorrosa, sobre todo porque 
hay exigencias que son de recibo y existe un gasto que genera costos excesivos. 


En realidad, quería hacer estos comentarios a modo de constancia, y tal vez el señor Davrieux quiera hacer algunas reflexiones al 
respecto. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Si no recuerdo mal, creo que es la Ley N* 15.900 la que establece la afectación del Impuesto a las 
Retribuciones Personales que paguen los pasivos afiliados al Banco de Previsión Social -únicamente ellos, no los demás pasivos- 
que se destina a la construcción de viviendas para jubilados. Esta disposición fue votada en el año 1987 y se ha podido comprobar 
a lo largo de los años que tal vez -como señalaba el señor Presidente- no es la mejor solución. En este sentido, se han manejado 
varias ideas y una de ellas es, justamente, el pago de alquileres, considerando que los pasivos, como tales, son personas mayores 
a las que no les queda tantos años de vida y, quizá, construir viviendas con ese destino no es lo más adecuado. Sobre todo, 
debemos evitar la construcción de guetos de pasivos, es decir, evitar agrupar personas de avanzada edad. Lo más aconsejable 
sería integrarlos a la sociedad a través del alquiler de viviendas. 


Otra idea que teníamos -desconozco si está incluida en el proyecto del señor Senador Sanabria- es la de poder contemplar también 
los casos de pasivos imposibilitados o que deban ser asistidos, a los efectos de que puedan pagar sus internaciones en centros 
donde reciban los cuidados necesarios. No olvidemos que la ley prevé la construcción de viviendas, y una persona en esas 
condiciones no puede vivir sola, por lo que sería mucho mejor que tuvieran acceso a lugares donde puedan recibir el tratamiento 
que necesitan y merecen. 


Al respecto, si bien desconozco, repito, si esta propuesta está incluida en el proyecto de ley presentado por el señor Senador 
Sanabria, conozco las posiciones de los señores Ministros de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Salud 
Pública respecto a iniciativas que destinen, en parte, recursos no sólo a la construcción de viviendas, sino también a alquiler de 
viviendas o residencias colectivas para personas discapacitadas, lo que constituiría un mejoramiento claro de la ley en beneficio de 
los pasivos, sin ningún costo para ellos y demás integrantes de la sociedad. En realidad, esto constituye un beneficio total y no creo 
que se pueda presentar oposición al respecto. Si bien en el año 1995 se plantearon ciertos inconvenientes, considero que una vez 
estudiada la realidad, esto puede constituir un apoyo general a soluciones de este tipo. 


SEÑOR MICHELINI.- Toda la discusión vinculada con reorientar los fondos para mejorar los objetivos que se persiguen son 
reflexiones de recibo. Sin embargo, deseo detenerme en algunos de los comentarios realizados por el contador Davrieux porque 
me parece que si bien, desde el punto de vista técnico, puede tener razón, impactan en el conjunto de la población. Por ejemplo, 
cuando la gente pregunta por qué no se construyen viviendas, se le responde que no se cuenta con los recursos públicos 
necesarios. Sin embargo, se les dice, también, que si instrtumentamos un impuesto adicional, éste será dirigido a la construcción de 


viviendas. De esta forma, los trabajadores o jubilados accederán a viviendas que no podían construirse partiendo del Presupuesto 
general. En consecuencia, el conjunto de la población acepta una carga tributaria mayor a los efectos de que, justamente, sea 
dirigida al tema de la vivienda. Lo cierto es que después el Poder Ejecutivo toma eso como un recurso fiscal más que entra en 
todos los topes de construcción; lo toma como una autorización y no como un gasto. Entonces, si es un recurso fiscal más, así 
debió plantearse y votarse. 


Creo que si bien hay un aspecto relativo al equilibrio de las finanzas públicas, también hay un aspecto de cómo la sociedad soporta 
las presiones tributarias y en función de qué fines se le pide. Cuando se pide para un fin específico, éste debería respetarse porque 
de alguna forma ese fue el contrato explícito en la ley, que trasmitimos al conjunto de la población. A través de dicho contrato la 
gente acepta pagar más pero para ayudar específicamente a quienes no tengan vivienda, además de ayudar en el tema del trabajo 
y de la construcción. Cuando eso no se cumple, independientemente de que haya situaciones fundadas y problemas específicos, la 
gente siente que le están sacando y piensa que si las viviendas no se hacen, habría que derogar el impuesto. En todo caso, si se 
va a pedir una presión fiscal, lisa y llanamente habría que decir que se necesitan recursos, que el Estado tiene necesidades 
impositivas, pero que no se diga que el dinero se va a destinar a la construcción de viviendas cuando luego ésta no se lleva a cabo 
o hay una serie de cortocircuitos y los fondos no llegan. 


En consecuencia, si después el Poder Ejecutivo dice que tiene que elegir entre comprar medicamentos y construir viviendas, 
entonces que se diga lisa y llanamente que son impuestos para mantener el Presupuesto general. Modifiquemos entonces el fin 
específico que la ley establece, porque en definitiva una parte de la población se siente estafada cuando comprueba que el dinero 
que se le ha pedido no llega al destino prefijado. 


Por supuesto que puede ser muy loable discutir si la mejor manera de gastar todos estos recursos es haciendo viviendas o 
direccionarlos para otros objetivos. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: ante los planteos que se han formulado en la mañana de hoy en el seno de la 
Comisión, creo que hay dos aspectos a destacar: en primer lugar, la explicación que ha dado el señor Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, contador Davrieux, en cuanto a la utilización de los recursos, de los tributos que se recaudan y en 
cuanto a la inconveniencia de inmovilizarlos, más allá de la posición política y del Gobierno. Para cualquier tipo de gobierno, 
cualquiera sea su ideología, sería indudable y absolutamente inconveniente realizar una inmovilización de los diferentes recursos 
que se recaudan. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Astori, quien ocupa la Presidencia) 


-El otro aspecto, señalado por el señor Senador Michelini tiene que ver con la utilización de los recursos. En este sentido quiero 
destacar lo siguiente. En primer lugar, los fondos recaudados se han destinado a la construcción de viviendas. Parecería que 
estuviéramos hablando de una situación en la que el Estado se ha apropiado de los bienes recaudados y no ha construido 
viviendas. No es así. Ha habido y hay una importante construcción de viviendas, no solamente para los pasivos sino también para 
otros destinos. En segundo término, la situación de crisis del país -que, por supuesto, todos tenemos la esperanza de que sea lo 
más transitoria posible- ha llevado a tomar algunas medidas que indudablemente significan restricción. En tal sentido, en la Ley de 
Rendición de Cuentas se aprobó una norma para topear, para limitar el uso de esos recursos. Por lo tanto, hay razones de orden 
público y financiero, así como de interés general que llevan a esa situación. 


En consecuencia, lo que quiero destacar es que de ninguna manera estamos en una situación en la que el Poder Ejecutivo o el 
Gobierno no haya construido viviendas ni destinado los fondos a ese fin, ni tampoco en una situación en la que dichos fondos sean 
utilizados para otros fines. Por otro lado, estamos en una situación de crisis y de dificultades económicas y financieras del 
Gobierno, y en ese sentido lo que el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, en nombre del Poder Ejecutivo, nos 
dice, es que se entiende inconveniente inmovilizar los fondos. Esto puede suceder cualquiera sea el tipo de Gobierno, ya que en 
definitiva puede ser una opción de futuro establecer que todos los recursos presupuestales votados en el Parlamento tienen fines 
específicos y quedan absolutamente inmovilizados. Si algún Gobierno lo quiere hacer, tendrá que afrontar las consecuencias. En 
esta situación creemos que ello es inconveniente, sobre todo porque creemos, en primer lugar, que se ha dado cumplimiento a los 
fondos destinados a vivienda, y en segundo término porque simplemente estamos frente a una coyuntura de dificultad económica y 
frente a una norma legal de la Rendición de Cuentas que ha impuesto topes, límites y algunas restricciones a esos gastos o 
inversiones en materia de vivienda. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Quisiera hacer una breve referencia a las manifestaciones del señor Senador Michelini. Creo que el tema no 
es tan blanco o negro; pensemos un poco más en términos de gris. En realidad, los fondos destinados a vivienda son normalmente 
afectados al Fondo Nacional de Vivienda, de modo que no se trata de que lo que se recauda no se dirija a vivienda. Lo que ha 
ocurrido en algunos casos es que por las etapas administrativas de la gestión, que tuvo lugar a principios de los años noventa, los 
fondos recaudados en ese momento no se afectaron, por ejemplo, a los jubilados, porque la ejecución del Fondo se preparó allá 
por 1992. Luego, los recursos comenzaron a afectarse efectivamente a la vivienda, pero como la contratación insumió tiempo, ello 
se demoró, hasta que a partir del año 1995, a través de la Ley de Presupuesto N* 16.736, los fondos sí se empezaron a destinarse 
a ese fin. Entonces, se acumularon los millones de dólares y de hecho el Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente del Período 1995-1999 contrató obras para ejecutar todos los que tenía; se ejecutaron, pero al mismo tiempo siguieron 
entrando más fondos. Posteriormente sobrevinieron las dificultades que obligaron a esta necesaria flexibilidad que señalo, pero no 
se trata de que no se destinan a vivienda; se destinan con retraso y con márgenes cuando aparecen las dificultades, mientras que 
cuando no las hay se utilizan en su casi totalidad. En algunos años del Período 1995-1999 se ejecutaba más de lo recaudado en el 
año porque contaba con fondos del año anterior y tenía disponible. No es que se pierdan definitivamente, que se gastaron en una 
cosa y ya no se gastan más. Hay muchos fondos afectados, no sólo el de vivienda. También existe el Fondo de Transporte y Obras 
Públicas, donde el impuesto a los combustibles es muy grande. En este sentido podríamos decir también que la gente lo pagó para 
que se mejoraran las carreteras y entonces hay que afectarlo a ese fin, no pudiéndose destinar a otra cosa. Asimismo, existe el 
Fondo de Desarrollo del Interior, y también tendríamos que pensar que sólo se puede utilizar con ese fin y no con otro. Si seguimos 
acumulando los fondos y no se pueden gastar en nada, llegamos a una rigidez presupuestal que va a plantear la posibilidad de que 
haya muchos fondos acumulados para destinarlos a la construcción de viviendas para los pasivos y no los haya para pagar a los 
pasivos. Quizá los pasivos pidan que les paguen la pasividad antes de construirles más viviendas. Eso llevaría al cambio. En ese 
sentido, me pregunto por qué tenemos que llegar a una situación de ese tipo si podemos manejar las cosas con cierta flexibilidad. 
Quizás, la oposición pueda decir que se destinó demasiado a eso y se demoró lo relativo a las viviendas, pero no hay que olvidar 


que así es el ejercicio de la política. En realidad, no se trata de un problema técnico sino de que, precisamente, el ejercicio de la 
política implica usar los recursos disponibles de acuerdo con las prioridades que se tengan o que estén marcadas por la situación. 


Normalmente, uno no quiere destinar ningún fondo o recurso para vivienda a otro tema. Cuando se llega a una situación en la que 
se dice que no se gasta todo lo recaudado por ese concepto, es porque lo que se dispone no alcanza para los destinos generales 
marcados en el resto del Presupuesto, que es algo así como el 96%. El Fondo de Vivienda representa alrededor del 4% del 
Presupuesto. Aclaro que no se trata de que digamos que se financia el Presupuesto con ese Fondo, sino que simplemente se le 
imponen las mismas limitaciones que al resto de los gastos en que se incurre. El hecho de decidir mantener el cien por ciento de 
esto, determina que el resto disminuya aún más y ese es el tipo de cosas en las que se debe aplicar un poco de flexibilidad. 
Obviamente, no estamos diciendo que no vamos a destinar esos recursos a vivienda, haciendo una especie de estafa; esa no es 
nuestra intención ni nuestro propósito, sino lo que impone, en algunas circunstancias, el ejercicio del Gobierno. 


Es cuanto quería manifestar, señor Presidente, ya que no tengo una discrepancia de principios con lo que se ha planteado aquí, 
sino simplemente de matiz con algunas afirmaciones. 


SEÑOR SANABRIA.- Quiero referirme a lo que ha dicho en segundo término en señor Senador Heber, sobre un proyecto que 
estamos elaborando y consultando con el Banco de Previsión Social. En ese sentido, quiero adherir a las expresiones vertidas por 
el contador Davrieux en cuanto a que no solamente se pueda acceder al pago del alquiler, en las mismas condiciones que marca 
ley. De ese modo, se contempla al pasivo que no tiene posibilidades económicas ni amparo familiar. En principio, el Banco de 
Previsión Social nos ha dado el dato de que hay 14.000 pasivos en lista de espera, en esas circunstancias. A eso hay que agregar 
el hecho de que estas viviendas -fundamentalmente en las capitales departamentales- podrían, a nuestro juicio, ser alquiladas y 
generar, en la faz administrativa y económica del Banco de Previsión Social, una mejora sustancial. No hay que olvidar que las 
viviendas que se están entregando muchas veces tienen un costo de mantenimiento a cargo del Fondo tan importante como el 
propio "beneficio" -dicho entre comillas- que tiene el pasivo a través del no pago del alquiler. Además, hay que tener en cuenta que 
esas viviendas se entregan en forma gratuita a los pasivos. A ese respecto, pensamos en esas casitas modestas por cuyo alquiler 
se paga alrededor de $ 2.000. Es preciso recordar que las propiedades actualmente están por debajo inclusive del subsidio que se 
está dando, que es de aproximadamente U$S 16.000 o quizás menos. 


Por otra parte, estamos pensando en una afectación parcial del Fondo y que no se deje de construir. Asimismo, con esta iniciativa 
se podría generar inversión en la construcción a través de privados para alquilarle al Estado. Sin duda, el Banco de Previsión Social 
puede considerarse un buen pagador, un muy buen cliente, aunque deberíamos pensar más en el Fondo que en el propio Banco de 
Previsión Social, y podría resultar un atractivo frente a las limitantes, incluso sociales, que todos conocemos. 


SEÑOR MICHELINI.- La idea de que los privados inviertan dinero para pasivos y el Estado alquile esas casas -que en definitiva 
podría considerarse una especie de pago a largo plazo de esa inversión- puede resultar muy atractiva si posteriormente los dineros 
que vienen para el Fondo se vuelcan a éste. De lo contrario, los privados pueden sospechar que esos dineros no se volcarán al 
Fondo, con lo cual se generaría un problema de pago de los compromisos públicos. La idea, repito, puede ser muy interesante, 
pero obliga a que se sea todavía más riguroso con el tema del Fondo. 


SEÑOR SANABRIA.- Sabemos que a pesar de las dificultades que está teniendo el Estado y que son conocidas por todos, más 
allá de lo que opinemos en otros terrenos, éste sigue siendo un atractivo cliente para los proveedores, en especial en lo que tiene 
que ver con este tipo de viviendas que hoy no tienen mercado. Creo que así se podría llegar a solucionar un problema de costo y 
de administración del Banco de Previsión Social, lo que no es poca cosa. 


Como sabemos, existen reclamos y situaciones especiales vinculadas a la propia vivienda y a su mantenimiento. En ese sentido, si 
estuviéramos hablando de un alquiler, ese costo de mantenimiento perfectamente podría pasar o mantenerse en manos del 
privado. Entiendo que de esa forma optimizaríamos parte de ese Fondo, ya que no es nuestra idea afectarlo en su totalidad. De esa 
forma, además, se podría contribuir a mejorar la situación que está creada con respecto a las casas de salud, las cuales en 
definitiva hoy tienen, en forma indirecta, como principal cliente al Estado, porque en muchos casos su costo se sustenta con la 
propia pasividad. 


Creo que con esta iniciativa tenemos, por lo menos, un campo de acción para trabajar. Es posible que este proyecto no contemple 
todas las situaciones, pero precisamente por eso lo sometemos a consideración, para analizar una etapa ya recorrida con respecto 
a las experiencias del Banco de Previsión Social y sobre los altos costos de mantenimiento de las viviendas que dicha institución 
está soportando. Incluso, como decía el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, con esta iniciativa se está 
generando una integración urbanística y social, porque esas casas, hoy deshabitadas, contribuyen con el despoblamiento de las 
ciudades del interior. Además, muchas veces eso lleva a que las personas beneficiarias deban ir a vivir a zonas donde no hay 
servicios. Por otro lado, no hay que olvidar que esas viviendas tienen un costo de construcción de alrededor de U$S 20.000 y, 
repito, no siempre se encuentran en zonas que pueden considerarse buenas. Incluso, vemos que existe la contradicción de que en 
el centro de Montevideo, precisamente en la Ciudad Vieja, hay apartamentos que se venden por debajo de ese valor. De modo que, 
perfectamente se pueden alquilar casas en cifras que podríamos considerar más que razonables. 


Sin duda, este es un material de trabajo que deberemos analizar en los próximos días. 


SEÑOR NUÑEZ.- Quiero realizar algunas puntualizaciones, debido a que puedo observar que tenemos diferentes puntos de vista u 
objetivos con respecto a este tema. 


En primer lugar, quiero dejar constancia de que los fondos que se votan para un destino específico, muchas veces cuentan con los 
votos necesarios precisamente por esa razón. Estos no son iguales a los demás fondos de libre utilización y destino que tiene el 
Poder Ejecutivo. Además, se trata, en definitiva, de una forma de desviar fondos que tienen un destino específico. 


En segundo término, tenemos la información que nos proporcionó el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente donde consta que durante varios años, desde 1997 hasta 2001, la Contaduría General de la Nación no vertió una parte 
importante de los fondos que recaudó con destino a dicha Cartera. Por lo tanto, no es que exista un retraso en los aportes, sino que 
permanentemente no se destinan los fondos mencionados. 


Por su parte, podemos afirmar que el promedio de recaudación del Fondo Nacional de Vivienda, en el Período 1997-2001 es de 
aproximadamente U$S 120:000.000. Obviamente, en la actualidad esa suma está bajando y, en ese sentido, el promedio de los 
últimos meses, hasta abril, era de U$S 6:000.000 mensuales. Hay que tener en cuenta que como se habla de cifras en dólares, 
luego de la devaluación el monto será menor. 


Destaco que de ninguna manera se han realizado inversiones en viviendas por esos montos, por lo que creo que a través de los 
números queda claro que no se está destinando en su totalidad lo que se debería destinar. La propia Contaduría General de la 
Nación reconoce que no vierte ciertos fondos, que representan un porcentaje importante de lo que se recauda, y que no se ha 
gastado en viviendas un promedio de lo que se recauda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda agradece la presencia del señor Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y, además, personalmente le pido disculpas por haberme retrasado, pero aclaro que ocurrió por causas ajenas a mi 
voluntad. 


(Se retira de Sala el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica. Es la hora 11 y 52 minutos) 
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